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1.- VISTOS 

Desata la Sala la apelación subsidiaria al recurso de reposición interpuesta por parte del abogado que representa al señor JHON JAIRO AGUDELO, contra el auto interlocutorio proferido el veintidós (22) de marzo de 2007 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual en aplicación del principio de favorabilidad redosificó la pena impuesta. 
2.- PROVIDENCIA 

El señor Juez que vigila el cumplimiento de la sanción impuesta al sentenciado, comenzó por anotar que el proceso pertinente fue decidido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), despacho que mediante sentencia del veintiocho (28) de enero de 2005 lo encontró autor responsable de los delitos de Hurto calificado y Porte ilegal de armas, ocasión en la cual se le reconoció al procesado una rebaja de una tercera  (1/3) parte de la pena, con lo cual la sanción definitiva fue del orden de cuarenta y nueve (49) meses y diez (10) días de prisión.
Tuvo en cuenta enseguida, lo dispuesto en el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 y lo concluido en la sentencia T-091 del 10 de febrero de 2006, donde se había definido que en aplicación del principio constitucional que consagraba la favorabilidad en materia penal, debían concederse los descuentos punitivos por aceptación de imputación, contemplados en la nueva codificación procedimental penal, a aquellas situaciones en las cuales el procesado hubiera acudido a la aceptación de cargos con fines de sentencia anticipada.
Así las cosas, tal y como lo señalaba la decisión aludida, se remontó a los factores sobre los cuales el fallador calculó la pena a imponer, para lo cual se había ubicado en el cuarto mínimo, luego de lo cual se analizó la gravedad de la conducta y se tuvieron en cuenta las circunstancias de menor punibilidad previstas en el artículo 55 numeral 1º del Código Penal, de tal manera que en ese momento se otorgó la rebaja consagrada en la norma, es decir, un descuento de la tercera parte de la pena que le significó una disminución punitiva de veinticuatro (24) meses y veinte (20) días de prisión.
Para la redosificación pertinente, partió de la sanción inicialmente dosificada por el Juzgado del Conocimiento, setenta y cuatro (74) meses de prisión, a la cual le hizo una rebaja del 34% (25 meses y 5 días) que arrojó como resultado una pena de cuarenta y ocho (48) meses y veinticinco (25) días de prisión, la que finalmente señaló como la que debía descontar el señor JHON JAIRO AGUDELO.

Interpuesto el recurso horizontal de reposición, básicamente con los mismos argumentos esbozados previamente, mediante auto del trece (13) de abril de 2007 se negó a reponer el auto impugnado y concedió el recurso vertical subsidiariamente interpuesto.
3.-  RECURSO

El profesional que vela por los intereses del recluso, no compartió la decisión adoptada por el juez ejecutor, la que señala como vulnerante del principio pro homine  consagrado en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, denominado cláusula de favorabilidad en la interpretación de los derechos humanos, en cuanto establece que en la interpretación de las normas aplicables a los derechos humanos se debe privilegiar la hermenéutica que resulte menos restrictiva para el ejercicio de los mismos. Señala que esta posición ha sido avalada por la Corte Constitucional por ejemplo, en la sentencia C-551 de 2003, donde se hizo alusión a la obligación de respetar también el postulado pacta sunt servando –sic-
. Se refiere también a la seguridad jurídica que en el decir de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia implica que frente a casos iguales se deben producir decisiones iguales, jurisprudencia que por demás, es fuente formal o material del derecho, sin dejar de mencionar lo atinente con la interpretación de lo que se entiende por independencia judicial, en tanto los jueces están solamente sometidos al imperio de la ley, para concluir que de todas formas existe un límite para el juez en la medida en que no puede fallar según su opinión personal, ni mucho menos según su parecer o capricho.
Con esos prolegómenos solicita que se le reconozca a su prohijado una rebaja del cincuenta (50%) por ciento de la pena impuesta, dado que la reducción hecha por el señor juez de primer grado al conceder un treinta y cuatro (34%) por ciento arrojó tan solo un descuento de un (1) mes mal contado.   
4.-  SE CONSIDERA

4.1.- Anotación Preliminar
Se tiene competencia para decidir, por los factores territorial y  funcional, razón por la cual procede la Sala a encarar el estudio del expediente y del auto interlocutorio impugnado, para lo cual se dirá ab initio que en múltiples y reiteradas decisiones recientes esta Corporación en virtud de las decisiones en ese sentido adoptadas por la Corte Constitucional
, ha colegido que sí es posible en aplicación del principio de favorabilidad reconocer un descuento punitivo mayor al que se concedió en vigencia de la Ley 600 de 2000, a quienes se acogieron a la sentencia anticipada, dado que el artículo 351 de la Ley 906 de 2004 trae una rebaja de pena mayor para quienes acepten los cargos que se les imputa por parte de la Fiscalía (figura análoga y benéfica). 

En tales eventos, se ha acogido la posición de nuestro máxime intérprete constitucional, excepto en la forma como se debe proceder a realizar la readecuación punitiva, en vista de que la solución prevista por la Corte, implica volver sobre los análisis hechos al momento de individualizar la pena. En este particular acápite la Sala estima que la rebaja punitiva por acogimiento a la sentencia anticipada, como fenómeno postdelictual que es, debe realizarse una vez superado el proceso de dosificación punitiva y fijada la pena a aplicar, luego de lo cual, se hará la deducción pertinente, siempre teniendo en mente lo expresado por la misma Corte Constitucional cuando dijo: “Cuanto más distante se encuentre el proceso del juicio, el allanamiento genera un mayor reconocimiento punitivo”, dado que uno de los principales presupuestos del otorgamiento de la disminución punitiva reside en el mayor o menor desgaste del aparato judicial que se derive de la conducta asumida por el procesado. En ese sentido, vale la pena traer a colación lo que sobre este específico punto se mencionó en decisión del 10-05-2006, Rad. 660016000035-2006-00497-01, con ponencia de quien ahora ejerce igual función, proferida en proceso adelantado dentro del sistema basado en el principio acusatorio, momento en el cual se hizo la siguiente acotación:
Como se observa, lo dicho por el Tribunal en aquella ocasión, coincidencialmente casa perfectamente en su punto de partida con lo que recientemente concluyó la Corte Constitucional en la sentencia T-091/06  M.P. Jaime Córdoba Triviño, cuando expone que ese primer descuento no debe ir entre un día a la mitad, sino entre una tercera parte y la mitad, en una interpretación progresiva de la aludida figura. 

Sostenemos por tanto, salvo mejor criterio claro está, que dentro de ese preciso rango de movilidad, no deberían tener incidencia ninguno de los factores de dosificación aplicables en el instante de cuantificar la pena principal dentro de los cuartos punitivos, so pena de transgredir los principios de legalidad, de objetividad y de no doble ponderación que en este campo deben respetarse.

Para tranquilidad, observamos que una muy reciente decisión de la Sala de Casación Penal, coincide con el entendimiento adoptado por este Tribunal, en ese punto específico según el cual los criterios del artículo 61 del Código Penal no se aplican para estimar la graduación de ese “hasta la mitad”, pues a juicio de la alta Corporación, ellos se agotan en el instante de individualizar la pena que como se sabe es una operación que debe hacer el Juez antes de proceder a analizar los llamados descuentos extrapenales. Para el caso del citado descuento, juegan otros criterios diferentes. Textualmente sostiene la Corte:

…el juez debe tasarla conforme al tradicional sistema de cuartos y de la ya individualizada hacer la rebaja correspondiente, atendiendo factores tales como -a título ejemplificativo- la eficaz colaboración para lograr los fines de justicia; la significativa economía en la actividad estatal de investigación; el que la ayuda que se genere con la aceptación de los cargos muestre proporción con la dificultad probatoria; el que -cuando sea del caso- se facilite descubrir otros partícipes u otros delitos conexos; el que no se dificulte investigar otras conductas o partícipes, etc., sin influir en este momento los referentes tenidos en cuenta para individualizar la sanción, pues ya agotaron su función.

En ese orden de ideas, si ya se estableció por vía jurisprudencial constitucional la viabilidad de la aplicación de los descuentos punitivos consagrados en la Ley 906 de 2004, estima este Juez Colegiado que debe considerarse para determinar su monto, el momento procesal en que la aceptación de los cargos tuvo ocurrencia, en el entendido que antaño se hablaba de una cantidad fija -una tercera parte- cuando ello ocurría desde la indagatoria inclusive hasta antes de la ejecutoria de la resolución que disponía el cierre de la investigación, y de un quantum diferente, cuando tal manifestación ocurría a partir de ese momento -una octava parte-. En otras palabras, el descuento debe ser mayor, por ejemplo, cuando la aceptación ocurre durante la indagatoria y menor cuando se verifica después de ésta o en la medida en que se acerque al proferimiento de la providencia que declara cerrada la investigación, sin dejar de considerar la efectiva colaboración con la justicia a la que se hizo referencia en la cita antes transcrita, como factor que también incide de gran manera en el descuento a otorgar.

4.2. El Caso Concreto 

De entrada debe decir la Sala que mirada con detenimiento la redosificación punitiva realizada por el señor Juez de primer grado en el presente asunto, ella aparece como inconveniente y casi insignificante, en especial, ante el hecho de no haberse explicado la razón por la cual sólo se otorgó un descuento inferior al uno (1%) por ciento, del cual con razón se duele el abogado apelante en tanto solamente representó para su prohijado una rebaja que consistió en meros quince (15) días, situación que per se pone en tela de juicio que en el presente caso, en verdad se hubiera dado cabal aplicación al principio de favorabilidad en materia penal no solamente consagrado en nuestra propia legislación sino en los instrumentos internacionales que propugnan por un verdadero acatamiento de los derechos de las personas, como con buen tino lo señala el profesional que defiende los intereses del sentenciado.

Aclarado lo anterior y con miras a determinar cuál es el descuento punitivo que ahora se otorga, es imperativo mencionar que un análisis de la situación del señor JHON JAIRO AGUDELO, según lo plasmado en el fallo, indica que al momento de ser capturado reconoció ante los agentes del orden su participación en el reato investigado, luego, al ser vinculado mediante indagatoria también admitió la comisión del hecho ilícito y relató pormenores de la forma como había sido contactado y la función que se le había asignado: vigilar una puerta y estar pendiente de lo que ocurriera. Su situación jurídica fue resuelta mediante determinación del veintitrés (23) de enero de 2004, pero solamente hasta el veintidós (22) de junio de ese mismo año se presentó el escrito mediante el cual se manifestó el deseo de acogerse a la figura de la sentencia anticipada, luego de lo cual y previas dos diligencias de aceptación de cargos -una de ellas fue anulada por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de Pereira- se profirió el fallo anticipado.  
A simple vista, se aprecia que la actitud procesal del sentenciado se encaminó desde los albores del proceso a colaborar con la justicia al relatar la manera en que había participado en los hechos investigados -lo que no le comportó rebaja de pena alguna porque se estimó que su captura se produjo en flagrancia- y algún tiempo después al aceptar de cargos con fines de sentencia anticipada. Con ello, se evitó un desgaste innecesario del aparato judicial, sin embargo, nótese que la voluntad de acogimiento al fallo antelado se manifestó casi seis (6) meses después de su aprehensión.
Así las cosas, en aplicación del criterio atrás anunciado, estima esta Sala que no es procedente conceder el descuento del cincuenta (50%) pedido en el recurso, porque según quedó anotado, se presentó un importante lapso entre el momento en que rindió la indagatoria y se le resolvió la situación jurídica, y la formal petición de sentencia anticipada. En consecuencia, se le concederá un descuento adicional a aquél que se le había reconocido en la sentencia proferida por el juzgado de conocimiento, de tal manera que la rebaja total será de un cuarenta y uno (41%) por ciento. 
Como la señora Juez del conocimiento tasó la pena en 74 meses de prisión, ahora, por aplicación favorable de lo dispuesto en la norma del artículo 351 del Código de Procedimiento Penal de 2004, el sentenciado accede a un descuento del 41% (no se trata del casi 1% concedido en la primera instancia, sino de una cantidad próxima al 8%), que le permite al sentenciado una reducción del orden de treinta (30) meses y diez (10) días de prisión.

Una vez establecida la cantidad de pena a disminuir, debe acudirse a lo dispuesto en el artículo 481 de la Ley 600 de 2000, en cuanto señala que: “La reducción de las penas por trabajo y estudio, al igual que cualquier otra rebaja de pena que establezca la ley, se tendrá en cuenta como parte cumplida de la pena impuesta o que pudiere imponerse” (el mismo contenido normativo es reproducido en el artículo 472 de la Ley 906 de 2004)

Significa lo anterior, que adicional a los veinticuatro (24) meses y veinte (20) de descuento que le fueron reconocidos en el Juzgado Pena de Santa Rosa de Cabal (Rda.), se le abonará al sentenciado como parte cumplida de su pena, otros cinco (5) meses y veinte (20) días, previa aclaración en el sentido que la pena que descuenta el recluso debe ser la misma que originalmente le impuso el Juzgado del conocimiento (49 meses y 10 días de prisión). Iguales criterios rigen para la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE:
PRIMERO: SE CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad que fue objeto de alzada, con las siguientes MODIFICACIONES:

SEGUNDO: Se RECONOCE al señor JHON JAIRO AGUDELO un descuento de pena adicional al otorgado al acogerse a sentencia anticipada, de tal manera que la rebaja punitiva total será equivalente a treinta (30) meses y diez (10) días de prisión, de conformidad con el contenido de las disposiciones de la Ley 906 de 2004 y lo explicado en el cuerpo motivo de esta providencia. Por este concepto, en consecuencia, el sentenciado accede a una nueva rebaja de cinco (5) meses y veinte (20) días de prisión, los que en virtud de lo dispuesto en el artículo 481 de la Ley 600 de 2000, deberán ser abonados como PENA CUMPLIDA a favor del interno; igual criterio se aplicará a la pena accesoria.

TERCERO: DECLARAR que la pena que debe seguir descontando el señor AGUDELO, es la que inicialmente le impuso el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), es decir, CUARENTA Y NUEVE (49) MESES Y DIEZ (10) DÍAS DE PRISIÓN. Por igual lapso será la sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas.
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

           LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

La Secretaria de la Sala,

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
� Pacta sunt servanda es una locución � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Lat%C3%ADn" \o "Latín" �latina�, que se traduce como "lo pactado obliga", que expresa que toda convención debe ser fielmente cumplida por las partes de acuerdo con lo pactado. Constituye un principio básico del � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Derecho_civil" \o "Derecho civil" �derecho civil� (específicamente relacionado con los � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Contratos" \o "Contratos" �contratos�) y del � HYPERLINK "http://es.wikipedia.org/wiki/Derecho_internacional" \o "Derecho internacional" �derecho internacional�. Fuente: http://es.wikipedia.org/wiki/Pacta_sunt_servanda.


� Cfr. Sentencias T-1211 del 24-11- 2005, M.P. Clara Inés Vargas Hernández, T-091 del 10-02-2006, M.P. Jaime Córdoba Treviño y últimamente, la sentencia T-082 del 07-02-07, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto en la que de manera exhaustiva se estudió el tema.


� C.S.J., Sala de Casación Penal, Sentencia de Tutela de Primera Instancia de fecha 04 de abril de 2006, M.P. Alfredo Gómez Quintero, Radicación 24.868.


� Se atiende en este sentido la posición fijada por la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación penal en auto de segunda instancia del 18 de octubre de 2005, Rad. 24.196, M.P. Marina Pulido de Barón, en los siguientes términos: “(…) Como el artículo 70 de la ley 975 de 2005 concede un descuento similar a aquel a que hacen referencia las decisiones transcritas, el manejo debería ser el mismo. No obstante, la Sala considera que la razón estaba de parte de quienes aclararon el voto en la última providencia, porque el inciso final del artículo 481 del Código de Procedimiento Penal del 2000 (similar al 629 del Decreto 050 de 1987) dispone: La reducción de penas por trabajo y estudio, al igual que cualquier otra rebaja de pena que establezca la ley, se tendrá en cuenta como parte cumplida de la pena impuesta o que pudiera imponerse (Negrillas de la Sala). El mandato es claro: cualquier disminución de pena prevista por el legislador debe ser aplicada en las mismas condiciones dadas para los descuentos por trabajo y estudio, esto es, no afectará ni la sanción prevista en el tipo ni la dosificada por el juez, sino que será abonada al penado como si ya la hubiera cumplido. Un argumento adicional para esta postura surge de que tal interpretación resulta benéfica para el condenado. En efecto, tratándose de garantías como permisos de fin de semana y libertad condicional, entre otras, que exijan el cumplimiento de un determinado porcentaje de la sanción impuesta, resulta provechoso lograr el mismo de la base inicial, que es mayor, que de aquella obtenida luego de aplicarle la rebaja. (…)” 
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